PROYECTO DE LEY

EL  SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONAN CON FUERZA DE

Ley

Artículo 1°: Agréguese a la Ley 13951 el siguiente artículo:

Artículo 13 bis: A requerimiento del mediador y/o de las partes con el consentimiento expreso de todos los intervinientes en la mediación, dejando constancia en el acta de audiencia, se podrá solicitar la asistencia de un profesional pertinente.

Los honorarios del profesional requerido, serán soportados, conforme a lo que se acuerde en dicha mediación.
Artículo 2°: Modifíquese el artículo 37 de la Ley 13951, que quedará redactado de la siguiente manera:


Artículo 37°: Para actuar como Mediador Voluntario se requiere:

a) Poseer título de abogado, con una antigüedad mínima de tres años en el ejercicio profesional, y estar debidamente matriculado como tal.
b) Haber aprobado el plan de estudios establecido por la autoridad de aplicación con constancia de registración y habilitación como mediador judicial.

c) El abogado mediador judicial matriculado en el Registro de Mediadores Judiciales se encuentra automáticamente habilitado para realizar las mediaciones voluntarias.

d) Constituir domicilio en la jurisdicción del Colegio de Abogados donde se halle debidamente matriculado, con matricula vigente.
Artículo 3°: Derógase el artículo 38 de la antes mencionada.

Artículo 4°: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 


  
FUNDAMENTOS.
La mediación era una deuda que mantenía la Provincia de Buenos Aires con sus habitantes, si bien la ley ha sido sancionada, parte de la deuda mencionada continúa vigente y ello es simplemente porque no refleja la realidad a la que debe servir.
La evolución histórica ha puesto, entre todas las ciencias, en mano del derecho a los primeros operadores del conflicto. Estos son los que por formación, por vocación, por dedicación, pusieron al servicio de la sociedad sus conocimientos, su experiencia, sus capacidades para la búsqueda de las mejores soluciones a los posibles conflictos que se plantearan.
Conforme la nueva ley, la presencia de un claro y exclusivo interlocutor válido, especializado en técnicas de comunicación, formación jurídica, no es clara; es más, oscurece la labor a la que se han  comprometido frente a los ciudadanos de nuestra provincia. Es por ello que es imperioso confiar, una vez más, en forma exclusiva y excluyente, en quienes han tomado las necesidades sociales y las han protegido aún sin contar con el paraguas legal que las mismas merecían tener; estos profesionales a los que hago referencia son los abogados.
Es así que resulta imprescindible la modificación del art. 37 de la ley 13.951 y es, esta modificación la que debemos incluir a fin de ir reduciendo esta deuda que, tal como lo refiriera precedentemente, aún mantenemos con nuestros conciudadanos, a quienes debemos nuestra bancada y nuestra conformación en este Poder Legislativo.
A tal fin, en relación al articulado referido, señalo y estoy convencido que para ser mediador voluntario se debe poseer el título de abogado, con una antigüedad mínima de tres años en el ejercicio profesional y estar debidamente matriculado como tal. 

Esta modificación no es arbitraria, sino todo lo contrario, la ley debe atender las necesidades sociales y es por ello que el nexo jurídico, comunicacional y relacional por excelencia es el abogado y  como  tal debe asegurarse a través de su actuación el correcto y eficaz tratamiento de las cuestiones  pertinentes a los conflictos.
Las reglamentaciones que se han realizado con posterioridad a la sanción de esta ley, han desvirtuado y aún contrariado el espíritu que la generó y motivó su creación. El escribano por ejemplo se ve conflictuado en su quehacer debido a que en relación a su actividad le está vedado actuar como abogado según establece la ley 9020, sin embargo, la reglamentación lo somete a este constreñimiento profesional donde su carácter de tercero imparcial neutral está viciado y ese vicio surge de la misma reglamentación. 

Así, la Acordada Nº 3585 de fecha 03-05-2012, en su art. 2º incorpora al Anexo II del Acuerdo 3397, como materia, objeto judicializable, el Código 415 Homologación de mediación Ley 13.951 que, con esta actual redacción y en consonancia con las reglamentaciones en clara oposición a la ley antes citada, abren la concreta posibilidad que las mediaciones voluntarias llevadas a cabo ante escribanos se equiparen a las mediaciones prejudiciales. Claramente, estamos en el deber de circunscribir la función del mediador a la del profesional abogado, entendiendo a éste como un tercero, neutral, imparcial y habilitado por formación y legislativamente a tal fin.
La  ley manifiesta que la Mediación Voluntaria deberá seguir los principios  de la medición recogidos por la ley.

En la formación de los Mediadores, aprobada por el Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia, se estableció como primer Módulo DERECHO Y JUSTICIA que a modo de abreviar remito a los Objetivos del mismo:
· El Módulo 1 del programa pretende ofrecer los elementos que son exigibles a toda introducción que se precie de tal. En otras palabras, se abre aquí la puerta a un nuevo conocimiento, con una  mirada que pretende ser superadora de experiencias ya vividas.
Es un  buen momento preguntarnos a esta altura sobre que experiencias habla y esto es más que sencillo, a la experiencia del operador de conflicto- abogado que ha sido entrenado en un  método de resolución de conflictos cual es “el litigio”. Que otra profesión conocemos que tenga la formación y experiencia en la resolución de conflictos...
El propio programa de formación trata de evitar la estigmatización de la función del mediador en los términos de una mera instancia prejudicial a la que hay que acudir sin expectativas e intentar superarla urgentemente a favor de la llegada al escenario judicial. “Se propone una reflexión al Alumno en términos de una 
Conceptualización de la Mediación como Instancia Ultima y Transformadora de la Praxis Jurídica”, otra vez colocamos la mediación dentro de la praxis jurídica, praxis que por formación le es inherente a los profesionales ABOGADOS. Y continúa diciendo “tanto para el letrado que representa intereses de parte, como para los magistrados que podrán encontrar en los Mediadores un colaborador inestimable para la tarea de resolver las diferencias que enfrentan los justiciables”. (Argumentos del programa de formación que se remitió a los alumnos).
En consecuencia, es imperativo realizar esta modificación con el sentido y alcance indicado, no hacerlo es derogar de hecho, parte de la ley que decimos estar vigente, generando un desequilibrio legal que deberá atenderse a fin de cumplir con el objetivo propuesto.
El articulado en análisis pretende con su modificación resguardar el principio de congruencia que debe imperar y regir en toda normativa, a la que la presente no es la excepción. Es más, la incongruencia guardada entre la reglamentación y la norma, es la que nos obliga a trabajar en la modificación aquí propuesta, estableciendo que “ El abogado mediador judicial matriculado en el Registro de Mediadores Judiciales se encuentra automáticamente habilitado para realizar las mediaciones voluntarias, sin necesidad de doble matriculación “. 

Habiendo el mediador judicial cumplimentado con todos los requerimientos de formación y administrativos requeridos, queda habilitado en su carácter de mediador voluntario, ya que quien puede lo más, puede lo menos, es una simple regla lógica y de inclusión y a ello debemos acogernos sin más vacilaciones ni oscurantismos fácticos ni jurídicos.
Exigir una doble matriculación es un dispendio administrativo a más de una inequidad ante otras profesiones universitarias, incluida la de escribanos. Para ser mediador voluntario los escribanos efectuaron una currícula de cuatro meses de formación, en tanto, los abogados debieron estar profundizando su formación durante dos años, rindiendo seis exámenes, realizando pasantías, siendo examinados por el Ministerio de Justicia, quien, a su vez, como autoridad de aplicación, confirió la matrícula habilitante.
La ley y su reglamentación establecen que la mediación voluntaria debe proceder en concordancia y respetando los principios de la mediación prejudicial,  de los cuales se derivan los principios procesales de la Justicia. De esto se sigue que 
hay que tener de ellos un  amplio conocimiento que solo adquiere el profesional abogado en sus formación. Si la ley no aclara que temas podrán ser llevados a voluntarias  y deja las excepciones de la propia ley, significa que muchos de los conflictos llevados a estas mediaciones pueden ser también conflictos legales, y allí la intervención de un  mediador abogado se hace de imprescindible necesidad.
 Ante el supuesto que solo aquellos temas que no sean conflicto legales en el amplio universo de Remo Entelman de “PERMITIDO VS. PERMITIDO“  tenemos tal vez sub-universos que podríamos clasificar en temas de Mediación Vecinal, Mediación Escolar, Mediaciones que son especialidades que requieren de una formación aún más específica que no podrían dejarse a la buena de Dios con la intervención de un Mediador Voluntario y su escueta formación. Esto generaría un desigual tratamiento en el desarrollo del procedimiento y llevaría a desprestigiar lo que con tanto esfuerzo  se decidió desde un principio llevar adelante a un  nivel de excelencia.
Considerando que aún no ha habido posibilidad de jurisprudencia en la Provincia, ante la falta de puesta en marcha de la ley debo remitirme a la Jurisprudencia de la ley de Nación la que ha sido conteste en decir que “La mediación constituye una actividad que desarrollan aquellos abogados de la matricula que ha adquirido la capacitación pertinente, cumple los requisitos que la reglamentación establece y se han inscripto en el registro de mediadores, cuya organización, actualización y administración es responsabilidad el Ministerio de Justicia (arts. 16 de la Ley 25.573  y 16 inc 2°del decreto 91/98 (CSJN Septiembre 27, 2001b Baterias Sil-Dar)”.
Esto hace ver que los mediadores no sólo deben formarse conforme a un  programa establecido por el Ministerio sino que además deben estar acogidos a un registro que controla el propio Ministerio. Dejar la posibilidad de varios registros es abrir la posibilidad de la falta de control de la actividad por el Ministerio, sin  contar que es principio de la Mediación que la misma deba ser realizada por ABOGADOS MATRICULADOS formados por dicho programa y habilitados por el Ministerio a tal efecto.
La falta de este contralor podría en el futuro no valorizarse como corresponde, y dejar de ser una alternativa deseable, confiable y efectiva, contrario a lo que en el proyecto de mediación se estableció como objetivo par la misma.
La modificación realizada en el  inciso d) del artículo en análisis, se funda en el hecho que a los profesionales escribanos les está permitido laborar como mediadores voluntarios en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, en tanto, a los abogados mediadores se les exige que su ámbito de actuación esté circunscrito a la departamental al que pertenezca el Colegio de Abogados en que se hallan matriculados, de esta manera se equilibra el sistema poniendo en un pie de igualdad a los profesionales abogados mediadores.
En lo atinente al art. 38, y atento lo manifestado en relación al art. 37 de la misma ley, se establece su derogación, ya que el sistema legal debe necesaria e indispensablemente equilibrarse y generar soluciones para los habitantes de nuestra Provincia y no oscurecer ni complicar aún más su existencia.- 

Por los motivos expuestos, solicito a los miembros de esta Honorable Cámara la aprobación del presente Proyecto de Ley.-
